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Sinopsis 

La sentencia analiza dos casos en los cuales la Fiscalía y los procesados preacordaron la 
atenuación de la pena bajo la circunstancia de marginalidad (artículo 56 CP). Uno de los hechos 
se refiere a la violencia sexual cometida en contra de una mujer adulta con discapacidad 
intelectual por parte del arrendador de la casa que habitaba. La imputación y acusación se 
hicieron por acceso carnal con persona incapaz de resistir (con pena de 12 a 20 años). 
 
Fiscalía y procesado preacordaron, a cambio de la aceptación de dicho cargo, la circunstancia 
de menor punibilidad de marginalidad, con lo que la sanción sería de 3 años de prisión. El 
preacuerdo fue avalado por el juez de conocimiento y confirmado en segunda instancia. La 
Procuraduría presentó acción de tutela para que se reconocieran los derechos de la víctima 
como interviniente especial en el proceso. 
 

Principales elementos jurídicos 

 
“La jurisprudencia constitucional ha considerado constitucionalmente admisible la celebración 
de preacuerdos y negociaciones entre la Fiscalía y el imputado o el acusado, orientados a que 
se dicte anticipadamente sentencia condenatoria, sobre la base de que tales institutos estén 
asistidas por finalidades específicas, como son las de humanizar la actuación procesal y la pena; 
garantizar la eficacia del sistema reflejada en la obtención de una pronta y cumplida justicia; 
propugnar por la solución de los conflictos sociales que genera el delito; propiciar la reparación 
integral de los perjuicios ocasionados con el injusto; y promover la participación del imputado 
en la definición de su caso (...) Estas finalidades de la justicia negociada, fundada en los 
preacuerdos, están en armonía con principios constitucionales, con fines más amplios del 
nuevo sistema procesal penal de tendencia acusatoria y, en general, con los fines de la 
administración de justicia y el Estado. De este modo, advierte la Sala que deben ser 
consideradas como un límite al poder discrecional de los fiscales delegados que decidan emplear 
este mecanismo y, por lo tanto, son un parámetro de control para los jueces de conocimiento. 
(...) los fines de los preacuerdos no solo deben vincular a los fiscales delegados que pre 
acuerdan, también deben orientar la acción de las demás autoridades públicas que intervienen 
en el proceso penal”. 
 
“la verdad se satisface con la expresión clara y coherente de los hechos jurídicamente relevantes, 
apoyada en evidencia o elementos materiales probatorios que permitan inferir que la conducta 
punible se cometió en determinadas circunstancias de tiempo, modo y lugar. Estos fines 
también están íntimamente relacionados con el derecho a la justicia no solo desde la perspectiva 
del acusado sino también de la víctima. Por esta razón, un preacuerdo en el que se pactó una 



circunstancia que le resulta favorable al procesado, puede no acompasarse con el deber de 
debida diligencia que impone el derecho internacional en relación, por ejemplo, con la 
investigación, juzgamiento y sanción de los delitos contra la integridad sexual y el derecho de 
la víctima de violencia sexual a la obtención de justicia. 
 
Por lo tanto, una negociación que no satisfaga los fines de los preacuerdos podría correr el 
riesgo de desprestigiar la administración de justicia y vulnerar el derecho a la justicia de la 
víctima. (…) el derecho a la obtención de justicia no supone que la víctima esté legitimada para 
exigir que la tipificación de los hechos responda estrictamente al relato fáctico objeto de la 
imputación o de la acusación. No obstante, sí exige que exista una relación lógica entre la 
adecuación típica y los hechos”. 
 
“Una postura sobre los límites en los preacuerdos del sistema penal, respetuosa del orden 
constitucional, es aquella según la cual los fiscales delegados son los primeros llamados a acatar 
los límites impuestos para la celebración de preacuerdos por lo que su discrecionalidad para 
negociar es reglada pues el empleo de este mecanismo judicial se encuentra sometido al 
cumplimiento de los requisitos establecidos en la Constitución Política, la jurisprudencia 
constitucional y la Ley 906 de 2004. 
 
Por ejemplo, observa que los fiscales delegados, en aplicación de la normativa de preacuerdos 
y las subreglas planteadas en la Sentencia C-1260 de 2005, deberán considerar que la calificación 
jurídica resultante de un preacuerdo debe atender, de forma estricta, los hechos jurídicamente 
relevantes expuestos en la imputación. De modo que, si bien los fiscales tienen cierto margen 
de apreciación para hacer una imputación menos gravosa, dado que su labor es de adecuación 
típica, deberán obrar de acuerdo con los hechos del proceso”. 
 
Todo lo anterior le permite a esta Sala concluir que, si bien no hay doctrina pacífica en la CSJ 
sobre el alcance de estas facultades, sí puede sostenerse que (i) la facultad discrecional de los 
fiscales delegados para preacordar es reglada y se encuentra limitada, y que (ii) los jueces de 
conocimiento no están obligados a aceptar el preacuerdo sin importar los términos en que fue 
pactado el mismo; por el contrario, están llamados a constatar que tales límites hayan sido 
respetados por el ente acusador al momento de negociar. No obstante, es preciso aclarar que 
el tipo de análisis que le compete realizar a los jueces penales de conocimiento es un control de 
límites constitucionales y legales de los preacuerdos, no un control pleno e ilimitado que, sin 
duda, desnaturalizar esta institución de la justicia negociada y amenazaría la imparcialidad 
judicial propia del sistema penal acusatorio colombiano”. 
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